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HONORABLE SENADO:








	Vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de sus miembros, los HH. Senadores señores Mario Ríos, Hosaín Sabag, Enrique Silva Cimma, José Antonio Viera-Gallo y Beltrán Urenda.





	Se dio cuenta del presente proyecto ante la Sala del H. Senado en sesión de 28 de noviembre de 2.000, disponiéndose su estudio por vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.





	En la misma ocasión, la Sala acordó remitir oficio a S.E. el Presidente de la República con el fin de solicitar su incorporación en la Convocatoria a la actual 343ª Legislatura Extraordinaria de Sesiones del Congreso Nacional.





	Con fecha 4 de diciembre S.E. el Vicepresidente de la República, en uso de sus facultades constitucionales, acogió la petición formulada por el H. Senado e incluyó la iniciativa en informe en la actual Legislatura Extraordinaria.





----------





	Cabe señalar que el proyecto, en conformidad con lo dispuesto por el artículo 60 Nº16 de la Constitución Política de la República, deberá ser votado con quórum calificado, a excepción de su artículo 6º, para cuya aprobación se requerirá de las dos terceras partes de los diputados y senadores en ejercicio, por tratarse de delitos contemplados en el artículo 9º de la Carta Fundamental.





----------





OBJETIVO FUNDAMENTAL





		La presente iniciativa consta de siete artículos, en los cuales se consagran las normas destinadas a la consecución de dos objetivos centrales, a saber:  el otorgamiento de un indulto general parcial -con la sola excepción de aquel que aprovecha a condenados mayores de 80 años- destinado a beneficiar a condenados por delitos de menor peligrosidad y la concesión de un indulto general total respecto de quienes sufran una enfermedad invalidante, grave e irrecuperable, que signifique su postración.





		Con respecto al primero de los referidos objetivos, se beneficia a quienes, sin ser reincidentes, se encuentren cumpliendo una única pena privativa de libertad de duración igual o inferior a cinco años y se traduce en la rebaja de dichas penas en dos meses por año o fracción superior a seis meses.





		Asimismo, se concede una rebaja adicional de seis meses a los condenados mayores de 70 años y a las internas que tengan la calidad de madres de hijos menores de 18 años.





		Finalmente, establece un indulto total respecto de los condenados, por cualquier causa, mayores de 80 años.





	El proyecto advierte que, en el evento de que alguno de los beneficiarios previamente hubiere obtenido la reducción de su condena por indulto u otra causa, la rebaja de pena operará sólo en relación con la pena reducida.





	A continuación la iniciativa señala las hipótesis que obstan a la procedencia del indulto, excluyendo del beneficio a quienes estén cumpliendo más de una condena o tengan la calidad de reincidentes; a quienes habiendo obtenido el beneficio de la libertad condicional hayan sufrido la revocación de la misma, y a quienes hayan sido condenados en virtud de alguno de los delitos que se indican y que hacen improcedente el indulto.





	En todo caso, el proyecto excluye de las rebajas de pena a los delitos que hubieren conducido a la muerte, producido lesiones graves o gravísimas, o cuyas víctimas sean menores de edad.





	El segundo gran objetivo del proyecto, como se señalara, está constituido por el otorgamiento de un indulto general total destinado a beneficiar a los condenados privados de libertad que padezcan alguna enfermedad invalidante, grave e irrecuperable, que signifique su postración, en cuanto  su condena no haya sido motivada por infracciones a la ley Nº 18.314, que determina y sanciona las conductas terroristas.





	Tratándose de condenados por conductas terroristas, el proyecto propone un indulto parcial, que se traduce en la conmutación de la pena por extrañamiento.





	Finalmente, la iniciativa dispone que los beneficiarios que durante el tiempo que le hubiere restado al cumplimiento de su condena cometieren algún crimen o simple delito, deberán sumar a la pena respectiva, el período rebajado a través del indulto.





----------








ANTECEDENTES





	Para un adecuado estudio de la materia se han tenido en consideración los siguientes antecedentes:





	I.- Antecedentes Jurídicos:





	1.-Constitución Política de la República.





	El artículo 60 Nº16, referido a las materias propias de la reserva legal, incluye en este ámbito la concesión de indultos generales y amnistías, agregando que su aprobación requerirá siempre de quórum calificado, el que se eleva a las dos terceras partes de los diputados y senadores en ejercicio, en cuanto estos beneficios se relacionen con delitos calificados como conductas terroristas.





	Por su parte, el artículo 62, inciso segundo, establece que las leyes sobre amnistía y sobre indultos generales sólo pueden tener su origen en el Senado.





	Finalmente, el artículo 9º, se refiere al terrorismo, señalando que éste, en cualquiera de sus formas, es esencialmente contrario a los derechos humanos.  Su inciso segundo entrega a una ley de quórum calificado la determinación de las conductas terroristas y su penalidad y señala las inhabilidades que afectaran a los responsables de las mismas y, finalmente, su inciso tercero dispone que siempre serán considerados como delitos comunes y no políticos, no procediendo respecto de ellos el indulto particular, con la sola excepción de la conmutación de la pena de muerte por la de presidio perpetuo.





	2.- Ley Nº18.314, de 17 de mayo de 1.984, que determina las conductas terroristas y fija su penalidad.





	3.- Conceptos de amnistía e indulto:  La amnistía constituye la más amplia expresión del derecho de gracia, toda vez que mediante esta institución se tiene por inexistente la violación de la ley penal que fuere perpetrada.  En este caso si bien no se deroga la ley penal se suprimen la responsabilidad penal nacida del hecho delictivo, extinguiéndose totalmente la pena y sus efectos.





	El indulto, a su vez, es la remisión total o parcial de la pena impuesta por una sentencia judicial firme o ejecutoriada, o su conmutación por otra de menor entidad.  No obstante, subsiste para el indultado el carácter de condenado para todos los efectos legales, en especial respecto de la agravante de reincidencia.





	El indulto admite diversas clasificaciones.  En primer término se distingue entre indulto total y parcial.  Será de la primera especie si comprende la totalidad de las penas impuestas al condenado y tendrá el carácter de parcial si sólo se aplica a alguna de las varias penas impuestas, o bien se limita a reducir la pena o a sustituirla por otra menos gravosa, caso en el cual nos encontramos frente a la conmutación de la pena.





	Asimismo, se clasifica en indulto general y particular.  El indulto general se aplica a un número indeterminado de personas y el particular, en cambio, se refieren exclusivamente a uno o varios condenados designados nominativamente.


 


	El Poder Legislativo es la autoridad competente para conceder amnistías e indultos generales, toda vez que en ambos casos se precisa una ley, la que deberá ser de quórum calificado -mayoría absoluta de diputados y senadores en ejercicio- y en el evento de delitos terroristas el quórum se eleva precisándose del acuerdo de las dos terceras partes de los parlamentarios en ejercicio.





	Cabe señalar que el constituyente de 1.980 originalmente impedía tanto la amnistía como el indulto de los delitos terroristas y la libertad provisional de los procesados por los mismos.  Situación que se vio modificada por la ley Nº 19.055 de 1 de abril de 1.991, que reformó el artículo 9º de la Carta Fundamental en los términos actualmente vigentes, es decir limitando la procedencia del indulto particular exclusivamente a la conmutación de la pena de muerte por la de presidio perpetuo.





	II.- Antecedentes Históricos:  La historia legislativa en materia de indulto en nuestro país, data desde el año 1823, con la instalación del Congreso Nacional.  Desde esa fecha se han publicado trece iniciativas sobre la materia.





	Sobre el particular podemos recordar que las primeras siete leyes dictadas entre los años 1.823 y 1.944 tuvieron como fundamento la celebración o conmemoración de hechos relevantes de nuestra historia patria;  sin embargo, a partir del año 1.971 a 1.990 dichas iniciativas se concibieron como un estímulo a la reinserción social de los condenados y al reconocimiento de la crisis del sistema carcelario como elemento idóneo para la rehabilitación de los reclusos a fin de impedir la reiteración de conductas delictivas.





	De las anteriores, las últimas cinco leyes concedieron rebajas de uno a dos años de sus condenas a todos los que, a la fecha de su publicación, se hallaban condenados por sentencia ejecutoriada y cumpliendo sus penas.





	Exceptuaron expresamente de este beneficio a los reincidentes en general y a aquellas personas que, no obstante encontrarse en la situación descrita, hubiesen participado en delitos particularmente graves, atentatorios de valores fundamentales en que se sustenta la integridad y armonía del cuerpo social, relacionados con los siguientes aspectos:





	a).- La seguridad del Estado:  Comprende todas las conductas que impliquen perpetración de actos de subversión, sedición, rebelión y terrorismo, constitutivas de delitos penados en el Título II del Libro III del Código de Justicia Militar; en la ley Nº12.927, sobre Seguridad del Estado; en la ley Nº17.798, sobre Control de Armas; en el decreto ley Nº2.621, sobre asociación ilícita, y en la ley Nº 18.314, que determina conductas terroristas.





	b).- El derecho a la vida y a la integridad física y síquica de la persona:  casos de homicidio y de conducción en estado de ebriedad causando muerte.





	c).- La libertad individual:  en este ámbito se incluyen el secuestro, la sustracción de menores, la sodomía y los ilícitos tipificados en los artículos 150 y 255 del Código Penal, referidos a la incomunicación indebida o aplicación de tormentos o de rigor innecesario contra un reo y de arresto y detención en lugares diferentes de los designados por la ley;  y los de vejación injusta o apremios ilegítimos cometidos por empleado públicos, respectivamente.





	d) El orden y la seguridad pública:  comprende la asociación ilícita de acuerdo al párrafo 10, título VI, del libro II del Código Penal.





	e) El orden de las familias y la moralidad pública:  incluye delitos de corrupción de menores, violación y elaboración y tráfico de estupefacientes.





	f) El derecho de propiedad:  delitos de robo con violencia o intimidación en las personas, sancionadas por el artículo 433 del Código Penal.





	III.- Antecedentes de Hecho:  La Conferencia Episcopal de Chile, con fecha 27 de diciembre de 1.999, remitió a S.E. el Presidente de la República una solicitud de especial benevolencia hacia la población penal, formulada en el contexto del Año Santo Jubilar 2.000. y fundada en el llamado efectuado por S.S. el Papa en su Mensaje para el Jubileo en las Cárceles, en el cual dirigiéndose a las autoridades imploró una señal de clemencia a favor de todos los encarcelados mediante una reducción de sus penas.





	Con fecha 12 de julio del presente se dio cuenta ante nuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía del recibo de copia de la referida carta, a la cual se encontraba adjunto el documento titulado “Estudio de posibles beneficios para el Jubileo del Año 2.000 respecto a la población penal”, siendo la primera de las medidas propuestas la aprobación de un proyecto de ley de indulto general.





	Al efecto, la Comisión convino en iniciar el análisis de la citada propuesta.  Para tal efecto, realizó sesiones de trabajo los días 19 de julio, 21 y 30 de agosto, y 8, 15 y 29 de noviembre.





	En calidad de invitados se hicieron presente en las mismas las siguientes personas:  en representación de la Iglesia Católica el R.P. Nicolás Vial, Capellán de Gendarmería y la abogada señora Georgeanne Barceló, Directora de Fundación Paternitas;  en representación del Ejecutivo el señor Subsecretario de Justicia, don Jaime Arellano y el Jefe del Departamento Jurídico del mismo Ministerio, don Francisco Maldonado.  Asimismo, se hicieron presentes los HH. Diputados señora Pía Guzmán y señor Patricio Walker.





	El análisis se realizó en base a dos propuestas, una elaborada por los representantes de la Iglesia Católica y otra formulada por vuestra Comisión.





	Como documento de trabajo se tuvo a la vista antecedentes aportados por el Ministerio de Justicia respecto al volumen de población penal alcanzada por los efectos de la propuesta de la Iglesia y de la Comisión, distinguiendo entre población penal recluida y en el medio libre.  Incluyen cifras de total de población penal condenada a agosto de 2.000;  población penal condenada a penas inferiores a cinco años;  número de condenados por delitos excluidos de las propuestas de indulto;  porcentaje de reincidentes;  número de internos beneficiados por el indulto y número de internos cuyo egreso se produciría en forma inmediata por efecto del indulto.  Asimismo, contempla cifras respecto de condenados mayores de 60, 70 y 80 años de edad.





	Finalmente, cabe señalar que en relación con el otorgamiento de un indulto general destinado a beneficiar a internos enfermos o discapacitados postrados, se tuvo presente la información proporcionada por el Servicio de Gendarmería, referida a la materia y que da cuenta de un universo de reclusos con las características señaladas ascendente a nueve casos.





	Tras un profundo debate, el trabajo desarrollado por vuestra Comisión cristalizó en el proyecto de ley en informe y que tuvo su origen en moción presentada por la totalidad de sus integrantes.





----------








DISCUSION GENERAL 





	Con ocasión de la discusión particular del presente proyecto, los señores Senadores miembros de vuestra Comisión, reafirmaron las consideraciones que determinaron su decisión de presentar la moción en informe, contenidas en los fundamentos de la misma.


 


	Al efecto, cabe recordar que la proposición de los autores de la moción se funda, en el llamado efectuado por S.S. el Papa en su “Mensaje para el Jubileo en las Cárceles”, a través del cual solicita una señal de clemencia a favor de todos las personas privadas de libertad mediante una reducción de sus penas.





	Hacen presente además que la petición de la Iglesia también pretende contribuir a la disminución de la sanción adicional que para los internos constituye su reclusión en recintos carcelarios sobre poblados e inadecuados y que por sus desmejoradas condiciones obstan al objetivo rehabilitador de la pena.





		Sin perjuicio de lo anterior y de consideraciones de carácter humanitario, manifiestan la necesidad de conciliar estos propósitos con la firmeza y determinación necesarias frente a la delincuencia, con el fin de evitar que la presentación del proyecto se interprete equívocamente como una señal de tolerancia hacia la misma.





	Además de explicitar claramente esta preocupación en los considerandos de la moción, la misma se traduce en el alcance restringido del proyecto desde la perspectiva de sus beneficiarios, quienes deberán encontrarse cumpliendo una única condena por delitos de menor gravedad y no tener el carácter de reincidentes, o cumplir con condiciones de avanzada edad, ser madres de hijos menores de edad, o presentar un estado de salud irrecuperable, que les impida realizar ningun tipo de actividad.





	Finalmente, invocan la historia de la aplicación del indulto en nuestro país, la que inicialmente se vinculó a la celebración de hitos de la historia patria y, más recientemente, a la reinserción social de los condenados, así como al reconocimiento de la crisis del sistema carcelario.





	- Puesta en votación, la idea de legislar fue aprobada por vuestra Comisión, con el voto de la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Sabag, Silva Cimma y Viera-Gallo.


 


----------





	En consecuencia, vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, tiene el honor de proponeros la aprobación en general del proyecto de ley acompañado a la moción, que es del siguiente tenor:








PROYECTO DE LEY





	“Artículo 1º.- Concédese un indulto general, en la forma que a continuación se expresa, a los condenados por sentencia ejecutoriada que, a la fecha de publicación de esta ley, estuvieren cumpliendo sus penas, sea en forma efectiva o acogidos a alguno de los beneficios contemplados en la ley Nº 18.216:





	a) Redúcense en dos meses por cada año o fracción igual o superior a seis meses las penas privativas o restrictivas de la libertad que tengan una duración igual o inferior a cinco años.





	b) Sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente, concédese una reducción adicional de seis meses a los condenados que tuvieren más de 70 años.





	c) Concédese, también, a las madres condenadas, que tuvieren hijos menores de 18 años, una reducción adicional de seis meses.





	d) Otórgase un indulto general a todo condenado por cualquier causa mayor de 80 años.





	Artículo 2º.- Si el condenado hubiere obtenido, con anterioridad a la vigencia de esta ley, reducción de su condena por indulto u otra causa, la rebaja de pena establecida en el artículo anterior operara sólo respecto de la pena reducida.


 


	Artículo 3º.- No procederán los beneficios que otorga el artículo 1º de esta ley, respecto de aquéllos que estuvieren cumpliendo dos o más condenas o tuvieran la calidad de reincidente o que se encuentren condenados por delitos de secuestro, robo con violencia o intimidación en las personas o fuerza en las cosas, sustracción y corrupción de menores, aborto, violación, abusos deshonestos, sodomía, los contemplados en los artículos 361 a 367 del Código Penal, conducción en estado de ebriedad causando la muerte y  homicidio.





	Tampoco se concederán estas rebajas a los que hubieran sido condenados por los delitos previstos en los artículos 150 y 255 del Código Penal;  en el Título I del Libro II y en el Párrafo Décimo del Título VI del Libro II del Código Penal;  en el Título II del Libro III del Código de Justicia Militar;  en la ley Nº 12.927, sobre Seguridad del Estado;  en la ley Nº 17.798, sobre Control de Armas; en la ley Nº 18.314, que determina las conductas terroristas y fija su penalidad y en las leyes Nº 18.403 y Nº 19.366 que sancionan el tráfico ilícito de drogas y estupefacientes.





	Artículo 4º.- Quedarán siempre exceptuados de las rebajas de penas señaladas precedentemente, aquellos delitos que hubieren producido muerte, lesiones graves o gravísimas, o en que las víctimas sean menores de edad.





	Artículo 5º.- Asimismo, no podrán gozar de este beneficio aquellos que habiendo obtenido libertad condicional se les hubiere revocado ese beneficio.





	Artículo 6°.- Concédese, asimismo, indulto general, consistente en la condonación de todo el saldo de las penas que le restan por cumplir, a los condenados privados de libertad que padezcan alguna enfermedad invalidante, grave e irrecuperable, que les impida desplazarse por sus propios medios, debidamente comprobada y cuya condena no se motivare en infracciones a la ley �Nº 18.314, que determina las conductas terroristas y fija su penalidad.





 	En este último caso, conmútese el saldo de la pena que reste por cumplir, por la de extrañamiento.





	Artículo 7º.- Los que después de haber sido indultados cometieren algún crimen o simple delito durante el tiempo que le hubiere restado al cumplimiento de su condena, sufrirán la pena que la ley señala al nuevo crimen o simple delito que cometieren, debiendo cumplir, además, el período que se hubiere rebajado por medio del indulto.”.





----------





�
	Acordado en sesión celebrada el día 5 de diciembre de 2.000, con la asistencia de los HH. Senadores señores José Antonio Viera-Gallo Quesney (Presidente), Hosain Sabag Castillo, y Enrique Silva Cimma.





	Sala de la Comisión, a 6 de diciembre de 2.000.





































































































	                XIMENA BELMAR STEGMANN


                                                               Secretario de la Comisión
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